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León, Guanajuato, a 12 doce de abril del año 2012 dos mil doce. . . . . . . . 
V I S T O S, para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 040/2012-JN, promovido por el ciudadano Javier Pérez Campos; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que el actor se ostentó sabedor del acto que impugna, lo que fue el día 16 dieciséis de diciembre del año 2011 dos mil once, sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de la sanción administrativa de multa, de fecha 16 dieciséis de diciembre del año 2011 dos mil once, por la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 Moneda Nacional); se encuentra acreditada en autos con el original de la boleta de control con número de folio 361,530 -trescientos sesenta y un mil quinientos treinta-, así como con el original del recibo de pago número de folio 13,629 2 -trece mil seiscientos veintinueve espacio dos-; datados el día 16 dieciséis de diciembre del año próximo pasado (visibles en autos en copia certificada a fojas 9 nueve, 25 veinticinco  y  26  veintiséis);  documentales  que,  admitidas la  primera  al 
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demandado, y la segunda al actor como pruebas de su intención; merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 118, 121 y 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que se trata de documentos públicos, expedidos por el servidor público demandado en el ejercicio de sus funciones, y además reconocidos por el propio Oficial Calificador, al contestar la demanda. . .  

CUARTO.-  Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .

En la especie, el Oficial Calificador enjuiciado no hizo valer causal alguna de improcedencia o sobreseimiento; en tanto que de oficio, este Juzgador no advierte que en el caso concreto, se actualice alguna causal de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio del fondo del negocio. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Del escrito de demanda y de las constancias que integran el presente expediente, se desprende que el ciudadano Javier Pérez Campos, con fecha 16 dieciséis de diciembre del año 2011 dos mil once, luego de haber detenido su circulación por un Agente de Tránsito en el Boulevard Hilario Medina de esta ciudad, por no hacer uso del cinturón de seguridad, y habiéndosele practicado un examen médico en el que se le determinó como ebrio incompleto, fue presentado ante el Oficial Calificador en turno, que en este caso fue el Licenciado Eduardo Vázquez Páramo; quien por la falta administrativa de “conducir vehículo en estado de ebriedad”, le impuso una sanción de multa por la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 Moneda Nacional) conmutable por 12 doce horas de arresto. Multa que pagó el actor, a fin de obtener su libertad, acreditándolo con el recibo número 13,629 2 (Trece mil seiscientos veintinueve espacio dos), de la fecha en mención. . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sanción de multa que el justiciable considera ilegal, pues refiere que no se le respetó su garantía de audiencia; y, que no se encuentra debidamente fundada ni motivada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

A lo expresado por el enjuiciante, el Oficial Calificador expuso, “a grosso modo”, que sí impuso la multa al haber infringido el actor disposiciones reglamentadas, que se abrió audiencia de calificación en donde fue legalmente escuchado y vencido y que a solicitud del mismo, se conmutó el arresto administrativo por una multa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así pues, la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de fecha 16 dieciséis de diciembre del año 2011 dos mil once, por la cual se impuso una sanción de multa por conducir un vehículo de motor en estado de ebriedad y, la procedencia de la devolución de la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 Moneda Nacional) que corresponde al importe pagado por la multa impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis de los conceptos de impugnación expresados por el actor en su demanda; debiéndose destacar que, éste Juzgador de manera primordial procederá al análisis de los conceptos de impugnación aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de los actos impugnados y que pudieran traer mayor beneficio a la parte actora; en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así pues, de los conceptos de impugnación esgrimidos, este Juzgador se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es el que enumera como primero; sin necesidad de transcribirlo en su totalidad así como tampoco los demás conceptos de impugnación, sirviendo para ello el criterio sostenido por el Tribunal Colegiado del Poder Judicial de la Federación que se menciona, en la siguiente Jurisprudencia:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el primer concepto de impugnación hecho valer por el actor, éste señaló: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“PRIMERO.- Con la emisión del acto impugnado, la Autoridad… actualizó la causal de nulidad contenida en el artículo 302, fracciones II y III del Código de Procedimiento... por la omisión de los requisitos formales de todo acto de autoridad,… concretamente por la ausencia de la debida fundamentación y motivación, así como por omitir respetar mi garantía de audiencia... “ . . . . . . . . .    
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“A mayor abundamiento,... vulnera….. el derecho subjetivo de audiencia…; tal derecho consiste en la oportunidad que la Autoridad demandada me debió conceder para intervenir y defenderme debidamente rindiendo pruebas y vertiendo alegatos que sustenten mi defensa, cosa que la Autoridad demandada pasó por alto, en perjuicio del que suscribe...”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte el Oficial Calificador demandado, al contestar la demanda  expresó que es ineficaz e inoperante lo reclamado por el actor, pues la imposición de la sanción fue en base al reglamento aplicable y que el derecho subjetivo del actor, está supeditado por el interés general de la sociedad. . . . . . . 


En primer lugar, este Juzgador considera que tal y como lo plantea el actor, en el presente proceso, no se impugna el recibo oficial de pago anexado por el mismo; sino que de dicho recibo se desprende el acto que realmente se impugna: que lo es la sanción de multa por la cantidad ya antes señalada; siendo el recibo en comento, únicamente el documento en que consta el pago de tal multa  y,  que además sirve para acreditar de manera fehaciente que se impuso la sanción combatida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Habiendo precisado lo anterior, y haciendo un recuento de lo expresado tanto por la parte actora como por la autoridad demandada; y, analizadas las constancias que integran este expediente, se considera fundado el concepto de impugnación examinado; puesto que en efecto, tal y como lo hace valer el enjuiciante, este Juzgador advierte que el Oficial Calificador -Licenciado Eduardo Vázquez Páramo- calificó una infracción e impuso la sanción de multa por la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 Moneda Nacional), sin haber respetado la garantía de audiencia del particular; tal y como lo dispone el artículo 223 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, en relación directa con lo establecido en el artículo 35, fracción III, del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato; puesto que ni del recibo de pago que se le entregó al actor (el cual tiene el único efecto de probar que se impuso una multa y que fue sufragada), ni de la boleta de control número 361,530 -trescientos sesenta y un mil quinientos treinta-, ambos de fecha 16 dieciséis de diciembre del año próximo pasado; se desprende de modo alguno, que se le haya respetado tal derecho; pues no obra manifestación alguna por parte del actor en tal sentido, al no constar su firma en la boleta de control, que permita establecer que la audiencia de calificación se llevó de la manera señalada y que ahí haya manifestado lo que en dicha boleta se consigna; por lo que no existe la certeza jurídica de que se le haya dado la oportunidad de alegar y de ofrecer y desahogar las pruebas en las que fincara su defensa; lo que es más, en la citada boleta no se aprecia que hayan intervenido testigos de asistencia, que en un momento dado, pudieran dar certidumbre de que se desahogó la audiencia de calificación de la manera en que se precisa en la boleta de control; y, máxime que al final de tal boleta, en donde dice “firma de conformidad del infractor” se aprecia en blanco, sin que se hiciera constar el motivo de tal situación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ..  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es por lo expuesto, que se concluye que el Oficial Calificador antes mencionado, impuso una sanción de multa; sin respetar la garantía de audiencia del ciudadano Javier Pérez Campos, estando obligado a ello de acuerdo a lo instituido, no sólo en la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y el Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato, sino en la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, concretamente en el último párrafo de su artículo 7, que a la letra dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“ARTÍCULO 7. Ninguna persona podrá hacerse…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las medidas de corrección y las sanciones acordadas por las autoridades administrativas se impondrán siempre con audiencia de la persona a quien se apliquen, salvo rebeldía del infractor, debiendo en ambos casos comunicarse por escrito, precisando los medios y fundamentos de hecho y de derecho de las mismas.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Precepto del que se desprende la obligación del Oficial Calificador de imponer una sanción con la audiencia de la persona a quien se aplique, apreciando que también existe la obligación de comunicarla por escrito, lo que tampoco se dio, pues no consta que se le haya notificado o comunicado por escrito al actor, la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Asimismo, también resulta fundado lo argumentado por el actor en el sentido de que la resolución impugnada adolece de la debida fundamentación y motivación; pues en efecto, resulta ilegal la sanción impugnada; porque como ya se señaló anteriormente, se impuso una multa por la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 Moneda Nacional), sin la audiencia de la persona a la que se le aplicó y mucho menos, respetando el requisito formal de emitirse debidamente fundada y motivada; lo que únicamente puede llevarse a cabo por escrito, lo que en la especie no se dio; por lo que en efecto hay una insuficiente motivación y fundamentación; pues se dejó por completo de señalar los motivos razones y circunstancias concretas tomadas en consideración para imponer una sanción; y solo se anotaron en el recibo de pago algunos preceptos; pero sin que de los mismos se desprenda debidamente la obligación de la autoridad de comunicar al gobernado, la resolución correspondiente, debidamente fundada y motivada; sin que ese recibo contenga la imposición propiamente de una multa; ya que solamente es el comprobante de que el particular efectuó el pago ante tal autoridad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En efecto, al consistir la fundamentación en: la expresión del precepto legal aplicable al caso concreto, señalando asimismo la fracción, inciso o párrafo en la que se encuentre contenida dicha norma; y la motivación en: el razonamiento inherente a las circunstancias del hecho, contenidas en el texto del acto, para establecer la adecuación de la conducta del gobernado en el supuesto jurídico establecido por la norma como prohibición o falta administrativa; luego entonces, de la resolución impugnada debe desprenderse con claridad, en primer término, la cita del ordenamiento legal que corresponde al precepto que se considera infringido por la conducta desplegada por el infractor, y, si ese 
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precepto incluye diversos supuestos, se debe precisar el apartado, párrafo, fracción o fracciones, incisos o subincisos que en su caso resulten aplicables, así como la descripción pormenorizada de las circunstancias que dan motivo para emitir una sanción, de la que se desprenda con claridad que la conducta del infractor, encuadra perfectamente en la hipótesis normativa aplicable; lo que evidentemente no se hizo en el caso que se estudia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al resultar fundado el concepto de impugnación analizado; por las razones señaladas en los párrafos que anteceden, la resolución impugnada resulta ilegal; al actualizarse las causales de nulidad previstas en las fracciones II y III del artículo 302, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que en consecuencia, procede decretar su nulidad total. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por último, a efecto de no cometer violaciones procesales en perjuicio de la parte oferente, se procede a valorar la prueba documental aportada juntamente a la contestación de la demanda; consistente en el examen médico número 398,154 (trescientos noventa y ocho mil ciento cincuenta y cuatro), de fecha 16 dieciséis de diciembre del año 2011 dos mil once; elaborado por  Hermenegildo Álvarez Macías, con cédula profesional 661170 (seiscientos sesenta y un mil ciento setenta); documental a la que no se le otorga valor probatorio alguno, toda vez que resulta irrelevante; ya que no obstante que en el mismo se desprende que, en la mera opinión técnica de un médico, el ciudadano Javier Pérez Campos, se encontraba ebrio incompleto, ello no incide en forma alguna en el hecho de que no se respetó la garantía de audiencia del actor, ni que se haya comunicado, por escrito, la imposición de la sanción impugnada, precisando los fundamentos de hecho y de derecho, tal y como lo establece el último párrafo del artículo 7 de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, al que se ha hecho referencia en supralíneas. . . . . . . . . . . 

Asimismo, se procede a valorar la confesión del ciudadano Javier Pérez Campos, ofrecida también como prueba por el Oficial Calificador y desahogada en la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos celebrada el día 21 veintiuno de marzo del presente año, a las 11:00 once horas, a la cual no asistió el absolvente; por lo que se le tuvo por confeso de las posiciones que fueron calificadas de legales, que fueron la 1 uno y la 4 cuatro; acerca de que en la fecha de los hechos, se encontraba en estado de ebriedad y circulando en un vehículo de motor, cuando fue detenido por un Agente de Tránsito autorizado para ello; asimismo, que una vez abierta la audiencia de calificación, por resultar no “opta” (sic) para conducir vehículo de motor, es que solicitó la conmutación del arresto administrativo por el pago en efectivo para recuperar su libertad; prueba a la que tampoco se le otorga valor probatorio alguno; pues si bien es cierto que existe la confesión tacita del actor de los hechos señalados, cierto es también que esa confesión resulta irrelevante; pues de ella no se desprende que la sanción de multa, se haya impuesto con audiencia del actor y debidamente fundada y motivada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SÉPTIMO.- En virtud de que el primer concepto de impugnación analizado,  resultó fundado y es suficiente para declarar la nulidad total del acto impugnado, resulta innecesario el estudio de los restantes esgrimidos por el actor, ya que su análisis no afectaría ni variaría el sentido de esta resolución. . . .
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.- De lo pretendido por el actor, se encuentra también lo concerniente a la devolución de la cantidad pagada por concepto de multa; lo que se traduce en la condena a la autoridad para el pleno restablecimiento del derecho violado; acción prevista en la fracción III del artículo 255  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al respecto, a juicio de este Juzgador, es procedente condenar al Oficial Calificador demandado a que devuelva al actor, el monto erogado por concepto de la multa impuesta, esto es, la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 Moneda Nacional); ya que al decretarse la nulidad de dicha multa; en consecuencia, debe devolverse la cantidad que se pagó por tal concepto y que ampara el recibo número 13,629 2 -trece mil seiscientos veintinueve espacio dos-; de fecha 16 dieciséis de diciembre del año 2011 dos mil once; por lo que dicha autoridad deberá realizar las gestiones necesarias ante la Tesorería Municipal para tal fin; ello conforme al Criterio que sostiene el Pleno del Tribunal de lo  Contencioso Administrativo, visible en la página 280 doscientos ochenta, de la publicación que contiene los “Criterios 2000-2008” de dicho Tribunal, el cual es el siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“devolución del pago de lo indebido. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DE LA QUE EMANÓ EL ACTO ANULADO realizar las gestiones para.- Si el actor ocurrió ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado a efecto de solicitar el reembolso del pago que realizó, por considerar que la infracción del que provino era ilegal, resulta correcto que el A quo condenara a su devolución a la Dirección General de Tránsito y Transporte del Estado, y no a 

la Secretaría de Finanzas y Administración del Estado, pues el acto de autoridad (imposición y calificación de la infracción), por el cual el actor enteró esa cantidad al erario estatal, fue emitido por el titular de esa Dirección, no así la 
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mencionada Secretaría, la que, en todo caso, se limitó a cumplir con su cometido de recaudar los ingresos estatales, como dispone el artículo 5º del Código Fiscal 
del Estado, por lo que corresponde a esa Dirección General de Tránsito y Transporte, realizar las gestiones necesarias para que quede sin efectos el pago realizado a la autoridad recaudadora y se devuelva al actor la cantidad cuyo acto de origen fue declarado ilegal”. (Toca 136/07. Recurso de Revisión interpuesto por Daniel García Razo, en su carácter de autorizado del Director General de Tránsito y Transporte del Estado. Resolución de fecha 9 de enero de 2008). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este Considerando, más lo establecido en los artículos 249, 255, fracción III, 287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . .

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido en contra de la resolución emitida por el Oficial Calificador Licenciado Eduardo Vázquez Páramo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

TERCERO.- Se decreta la nulidad total de la sanción que, con fecha 16 dieciséis de diciembre del año 2011 dos mil once, se impuso al ciudadano Javier Pérez Campos, consistente en una multa por la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 Moneda Nacional). Ello de conformidad a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de esta sentencia. . . . . . .

CUARTO.- Se condena al Oficial Calificador demandado a que devuelva al ciudadano Javier Pérez Campos, la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 Moneda Nacional); cantidad equivalente al monto de la multa que con fecha 16 dieciséis de diciembre del 2011 dos mil once, fue cubierta, extendiéndose el recibo número 13,629 2 -trece mil seiscientos veintinueve espacio dos-; lo anterior por las consideraciones lógicas y jurídicas en el Considerando Octavo de esta sentencia. Devolución que deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria el presente fallo; debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo y acompañando las constancias relativas. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En su oportunidad procesal archívese el presente expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
